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DE LA IGUALDAD
UN GOBIERNO PARA UN ESTADO DE
LA IGUALDAD CON LAS MUJERES Y

LAS NIÑAS EN TODA SU DIVERSIDAD
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Una amplia expresión del movimiento feminista, consciente
de la trascendencia del próximo ciclo electoral (2026-2030),
propone al movimiento de mujeres y feminista la Agenda
feminista: horizonte de igualdad como una hoja de ruta
estratégica para contribuir a la consolidación de la
democracia, al afianzamiento de una paz perdurable y al
desarrollo sostenible en nuestro país.

7 de mayo de 2026 

Con esta iniciativa se busca incidir de manera decidida en el
debate electoral que se avecina, proponiendo a las fuerzas
políticas que la acojan y la adopten como un compromiso
irrenunciable de gobierno. Queremos que este ejercicio
técnico y político también sirva de base para asegurar la
participación efectiva de las mujeres en la construcción y la
definición del Plan Nacional de Desarrollo del siguiente
periodo presidencial.
Proponemos un cambio de paradigma que permita transitar
de un Estado que solo administra la desigualdad histórica a
otro que la reconoce y se compromete a erradicarla. Este
Estado debe garantizar la autonomía, la seguridad y el
bienestar colectivo y superar las brechas en el acceso a
estos derechos.

Las organizaciones que trabajaron conjuntamente en el planteamiento de esta Agenda son: Codacop,
Corporación Humanas, Ciase, La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, Limpal Colombia, Red Nacional
de Mujeres, Ruta Pacífica de las Mujeres y Sisma Mujer.

1

1

02



La agenda prioriza el quinto objetivo de desarrollo sostenible
de las Naciones Unidas (ODS5): “Lograr la igualdad entre los
géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas”, debido
a su potencial para catalizar otras metas globales. Se
fundamenta en la convicción de que la paz, la seguridad, la
libertad y la sostenibilidad del desarrollo son posibles si se
construyen sobre la base de un Estado de la Igualdad. No
estamos ante un simple conjunto de medidas sectoriales. Se
trata de una hoja de ruta integral para la redefinición del
contrato social. 

Agenda 2026-2030: horizonte de igualdad
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Nos encontramos en un punto de inflexión histórico en el que
la gestión de las crisis globales, desde la emergencia climática
hasta la fragilidad de nuestras democracias, incluida la
profundización de las desigualdades, no se ha logrado superar
con las lógicas de siempre. Hoy, la igualdad sustantiva de
mujeres, niñas y de género ha dejado de ser una aspiración
abstracta de justicia social para convertirse en un imperativo
irrenunciable para lograr el bienestar esencial de la humanidad
en su conjunto. 

Al plantear la igualdad de género en estos términos, la agenda
apunta a contribuir a la resolución de las crisis globales
actuales y a actuar como acelerador de los compromisos
internacionales del país. El próximo cuatrienio se enmarca en
lo que las Naciones Unidas han denominado la "Década de



Acción" o de la implementación, un periodo crítico (2020-
2030) para transitar del derecho formal a la transformación
material de la vida de las mujeres.

Esta agenda se estructura en torno a cinco dimensiones: 
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Autonomías y sinergias para la igualdad:
dimensiones estratégicas para la gestión

pública 2026-2030

Seguridad con enfoque feminista y erradicación de la
violencia de género: hacia un nuevo paradigma de
seguridad integral.

1.

Sociedad del cuidado: el cuidado como derecho y como
fundamento de la sostenibilidad.

2.

Autonomía física, económica y del uso del territorio para
la superación de la feminización de la pobreza y el acceso
a derechos plenos: cuerpo, economía, territorio y derechos
plenos. 

3.

Poder y democracia paritaria: redefinición y redistribución
del poder y del liderazgo entre mujeres y hombres en la
familia, la sociedad y el Estado.

4.

Mecanismo del adelanto de las mujeres y las niñas en su
diversidad: un Sistema Nacional de Género para un Estado
de la Igualdad que, de manera sinérgica, supere la
fragmentación estatal. 

5.



Al abordar los problemas de las mujeres como nudos
estructurales y no como compartimentos estancos, se
contribuye a que la igualdad transite de un marco formal a una
transformación material verificable.

Este enfoque es determinante para cerrar la brecha en la
implementación. Al asegurar simultáneamente la seguridad
física, la soberanía sobre los cuerpos y los recursos, y una
redistribución equitativa del trabajo de cuidado, se contribuye
a superar los obstáculos interdependientes que históricamente
han impedido la plena inclusión de las mujeres en el desarrollo
nacional. En consecuencia, la igualdad de género deja de ser
una meta sectorial o aislada para convertirse en un motor de la
igualdad general. Bajo esta premisa, la transformación de la
sociedad hacia un Estado de la Igualdad se erige como una
estrategia central para la estabilidad global, un modelo en el
que la reducción de la pobreza, la legitimidad democrática y la
justicia ambiental son posibles porque la desigualdad
estructural se ha corregido de manera significativa.
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Para hacer operativa esta visión, en las propuestas de cada
dimensión se adopta un modelo de engranajes en el que los
subcomponentes no son divisiones aisladas sino piezas
técnicas que integran e impulsan cada una de ellas. En este
sistema, la especialización de cada subcomponente es lo que
permite que la dimensión completa funcione. Un ejemplo: el
engranaje de la autonomía económica no puede funcionar si la
autonomía física queda imposibilitada por la violencia. Esta
arquitectura asegura que cada parte aporte e impacte en la 
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otra, para que el sistema se mueva hacia un Estado de la
igualdad.

Finalmente, la Agenda Feminista 2026-2030 reconoce la
interseccionalidad como eje fundamental, bajo la premisa de
que las brechas que profundizan las violencias, la
discriminación y la feminización de la pobreza no afectan a
todas las mujeres de manera uniforme. Las condiciones y
situaciones de vida generan realidades diferenciadas que
actúan como barreras estructurales para alcanzar una
igualdad sustantiva.
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Hacia un modelo de gestión estructural,
operativo y cultural para el cierre de

brechas de género en Colombia
La presente hoja de ruta se fundamenta en tres premisas
estratégicas de gestión que redefinen la arquitectura estatal
con miras a garantizar que la igualdad de género sea el
motor de un Estado de la Igualdad:

Cierre de la brecha de implementación: de acuerdo con
esta premisa, la capacidad del Estado no se mide por la
producción de marcos normativos, sino por su ejecución
práctica. En este contexto, se redefine la buena gestión
como el tránsito del derecho formal al beneficio real.
Nuestro enfoque se centra en optimizar las herramientas
legales, administrativas, presupuestales y de
arquitectura institucional existentes para eliminar
barreras y cuellos de botella, y garantizar que la
innovación institucional se traduzca en una garantía
efectiva de derechos y en su dinámica de adopción.
Sostenibilidad del modelo: en el marco de esta premisa,
la transformación cultural no se considera un programa
periférico, sino una función inherente a toda la
estructura estatal. Aquí se plantea la necesidad de un
enfoque pedagógico en toda intervención pública para
reconfigurar los imaginarios sociales que reproducen la
discriminación y la desigualdad. Al transversalizar el
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compromiso simbólico, el Estado blinda los avances
materiales frente a futuros retrocesos e instala una
cultura de la igualdad en la sociedad colombiana.

Arquitectura de Estado integral: esta premisa supera la
lógica de compartimentos sectoriales y configura un
modelo de acción estatal articulado. Al reconocer que
las desigualdades de género operan como un sistema
de exclusión interconectado, propone una estructura
que anula la fragmentación institucional. La respuesta
del Estado se articula en torno a la realidad
multidimensional de las mujeres y aborda fenómenos
complejos que las divisiones burocráticas sectoriales
tradicionales no resuelven por separado. En ese sentido,
se requiere un sector público innovador que avance en
la coordinación interinstitucional. 

LAS DIMENSIONES
1. Seguridad con enfoque feminista y erradicación de la

violencia de género: hacia un nuevo paradigma de
seguridad integral

1.1 Enfoque

La seguridad requiere una perspectiva feminista que
trascienda los enfoques androcéntricos y militaristas
tradicionales, que han priorizado la defensa de la
soberanía estatal por encima de la seguridad de las
personas. Este paradigma reconoce que las amenazas 
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reales al bienestar no provienen únicamente de
enemigos externos al Estado, sino también de
situaciones crónicas de desigualdad estructural, como el
patriarcado, el racismo y el capitalismo, que excluyen e
impiden el desarrollo personal y comunitario. Bajo esta
lógica, la explotación del entorno natural se despoja de
su carácter de bien común y se reduce a un recurso
meramente transaccional.

Al desplazar el foco hacia la seguridad feminista, la
violencia de género se posiciona como una amenaza
crítica para la seguridad pública, superando su
clasificación tradicional como "asunto privado". En este
marco, se establecen dos ejes de acción: primero, el
abordaje del crimen transnacional que vulnera de
manera específica la autonomía de las mujeres; y
segundo, el reconocimiento de que la seguridad en el
ámbito privado es de naturaleza y responsabilidad
públicas.

En el contexto colombiano, las violencias han mutado
hacia lógicas de control territorial ejercidas por la
criminalidad organizada y por otros actores armados no
necesariamente ilegales. Estas dinámicas no son neutras
en cuanto al género, sino que exacerban el machismo y
las estructuras históricas de dominación. Esta
configuración somete a los hombres a mandatos de
hipermasculinidad basados en la violencia y en la
disposición a la muerte. Investigaciones como las de 

2
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Rosío Córdova evidencian que las estructuras del
narcotráfico disciplinan los cuerpos masculinos
mediante el reclutamiento, la exposición a violencias
extremas y la eliminación, como mecanismos de control.
Paralelamente, esta realidad profundiza la "guerra contra
las mujeres" mediante una pedagogía de la crueldad, en
la que el cuerpo femenino se convierte en territorio de
conquista y en un canal de comunicación no verbal entre
los agresores. En este escenario, la violencia sexual y la
trata de personas operan como herramientas de
soberanía territorial.

La seguridad feminista analiza cómo las lógicas de
dominación permean las esferas pública y privada,
estableciendo un continuo en el que la autoridad se
valida mediante la fuerza. En este marco, la impunidad
privada y la gobernanza criminal pública se
retroalimentan: la omisión estatal ante la violencia
doméstica concede una soberanía de facto al agresor y
normaliza su dominio arbitrario. Este ordenamiento
privado sirve de precedente para que las estructuras
criminales escalen sus modelos de autoridad violenta a
nivel comunitario. Esta configuración no responde
exclusivamente a mandatos patriarcales, sino que
también se ve reforzada por otros factores. 

3

Efeminista, “La violencia contra las mujeres se exacerba y normaliza en contextos de alta criminalidad,”
Efeminista, consultado el 21 de abril de 2026,

2

Rita Laura Segato, La guerra contra las mujeres (Madrid: Traficantes de Sueños, 2016),
https://www.traficantes.net/sites/default/files/pdfs/map45_segato_web.pdf.

3
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Las dinámicas de acumulación de capital intensifican las
disputas por el control de los recursos y de los cuerpos,
lo que eleva los niveles de confrontación. Asimismo, la
criminalización de comportamientos que no representan
una amenaza intrínseca para el orden social —derivada
de marcos legales punitivos— genera mercados de
ilegalidad que profundizan la violencia y el control
territorial.
Este enfoque de seguridad es aplicable tanto al ámbito
doméstico como a contextos de conflicto armado y de
criminalidad organizada, ya que permite abordar
múltiples exclusiones que, al acumularse, limitan la
autonomía de las personas desde sus causas raíz. De
este modo, esta propuesta busca incidir en las
condiciones estructurales que sostienen la violencia,
reconociendo que la seguridad personal es un factor
relevante para la estabilidad del entorno social.

1.2 Contexto
Una estrategia de seguridad feminista atiende la
violencia de género desde dos dimensiones críticas:
Violencia estructural
La violencia de pareja y el ámbito privado: el hogar
sigue siendo el espacio más peligroso para las mujeres.
Según el Observatorio de Política Criminal del Ministerio
de Justicia, se registraron 50.700 procesos penales por
violencia intrafamiliar en el primer semestre de 2025.
Además, el 76% de las víctimas de lesiones personales
en contextos de pareja son mujeres. 

4

5
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Los feminicidios como estrategia de control
territorial: según la Defensoría del Pueblo, en el
primer semestre de 2025 en Colombia se registraron
417 feminicidios y 256 tentativas, lo que evidencia la
persistencia de graves violencias de género en el
país. Recientemente, la Defensoría advirtió que esta
forma de violencia incluye ataques en el ámbito
íntimo, en espacios comunitarios y en zonas bajo la
influencia de organizaciones criminales. Esto
evidencia una "pedagogía de la crueldad", según la
cual las estructuras criminales utilizan el cuerpo
femenino para marcar su dominio territorial.

Observatorio de Política Criminal, Ministerio de Justicia y del Derecho de Colombia, Boletín de
comportamiento del delito de violencia intrafamiliar (VIF), primer semestre 2025 (Bogotá: Ministerio de
Justicia, 2025),

4

Instituto Nacional de Salud (INS), “75,6 % de los casos registrados por violencia de género en 2024 son
contra mujeres,” INS Noticias, 2024,

5

Defensoría del Pueblo de Colombia, Panorama de las violencias de género en Colombia: enero a mayo de
2025 (Bogotá: Defensoría del Pueblo, 2025),

6

Rita Laura Segato, Contra-pedagogías de la crueldad (Buenos Aires: Prometeo Libros, 2018).7

6

7

Observatorio de Política Criminal, Ministerio de Justicia y del Derecho de Colombia, Boletín de
comportamiento del delito de violencia intrafamiliar (VIF), primer semestre 2025 (Bogotá: Ministerio de
Justicia y del Derecho, 2025),

8

Impunidad y permisividad: el sistema de justicia
presenta una falla crítica. Según datos del
Observatorio de Política Criminal del Ministerio de
Justicia, en 2024 el 90,8% de los procesos por
violencia intrafamiliar permanecían estancados en la
etapa de indagación y apenas el 8,8% llegaba a
juicio. En quienes sí llegaron a juicio, las sentencias
condenatorias no superaron el 27,9%, lo que envía
un mensaje institucional de permisividad hacia el
agresor. Esta realidad se repite incluso en los
sistemas de justicia indígena.

8



13

El costo de la violencia: la violencia no es solo un
asunto de salud pública. Es un motor de pobreza. La
violencia contra las mujeres tiene efectos directos
sobre su autonomía económica, pues reduce su
participación laboral y su productividad, lo que se
traduce en menores ingresos y, por ende, en
mayores niveles de pobreza. 

Paula Kantor, Andrea Saldarriaga Jiménez, María José Martínez Arroyo y Andrea Monje Silva, Violencia
contra las mujeres: hacia un abordaje integral y coordinado (Washington, D.C.: Banco Interamericano de
Desarrollo, 2025),

9

Unidad para las Víctimas, Boletín II semestre 2025: Datos para la Paz (Bogotá: Unidad para las Víctimas,
2025), https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/archivos/datosPaz/boletines/BOLETIN_II_SEM.2025.pdf.

10

Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz, Liderazgos sociales 2025 (Bogotá: Observatorio de
Derechos Humanos y Conflictividades, 2025),

11

6

Aborda el impacto diferenciado que las economías
ilícitas ejercen sobre los cuerpos de las mujeres.

9

Violencia en el marco del crimen organizado 

Violencia sexual como arma de guerra: según datos
de la Unidad para las Víctimas (UARIV) con corte a
febrero de 2026, el Registro Único de Víctimas (RUV)
contabiliza 45.015 personas reconocidas como
víctimas de delitos contra la libertad y la integridad
sexual en el marco del conflicto armado en Colombia.10

Persecución de liderazgos: de acuerdo con el
Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz, entre
2016 y finales de 2025 se registraron 1.865
asesinatos de líderes y defensores de derechos
humanos. De este total, 317 corresponden a mujeres
lideresas y defensoras. Estas muertes representan
una violencia que busca castigar el liderazgo
femenino en el marco de las luchas por el control
territorial.

11
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El desplazamiento forzado tiene rostro de mujer,
especialmente de mujeres en situación de
vulnerabilidad: según la Unidad para las Víctimas, el
51,4% de la población desplazada está compuesto
por mujeres, expuestas a riesgos de explotación y
violencia sexual. Esta vulnerabilidad se acentúa al
recaer sobre ellas la responsabilidad del cuidado de
niños, niñas, adolescentes y personas mayores, lo
que limita su autonomía y las obliga a gestionar la
supervivencia familiar en condiciones de
precariedad, bajo el control criminal.

Unidad para las Víctimas, Informe de desplazamiento forzado en Colombia: primer semestre de 2025
(Bogotá: Unidad para las Víctimas, 2025).

12

Correlación entre violencia estructural y violencia
en el marco del crimen organizado

La evidencia estadística en Colombia demuestra que
la violencia en el ámbito privado se intensifica en
territorios con presencia de actores armados y de
economías ilícitas. Según datos del Instituto Nacional
de Medicina Legal y Ciencias Forenses (2024), las
tasas de violencia intrafamiliar en municipios con
presencia activa de grupos armados son hasta un
28% superiores al promedio nacional. Esta
correlación se profundiza en contextos de
desplazamiento forzado. De acuerdo con la Unidad
para las Víctimas (2023), el 64% de lasmujeres
desplazadas reporta haber sufrido violencia basada
en género, , en la que la pérdida de autonomía
económica y la desarticulación del tejido social en las 

12
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zonas de recepción disparan las agresiones físicas y
psicológicas en el hogar como una extensión del
control ejercido por los actores armados en el
espacio público.

1.3 Propuestas concretas para su implementación 
Con miras a lograr el tránsito del marco formal a la
transformación material verificable, es necesario
implementar las siguientes medidas: 

a. Medidas para una vida libre de violencias de
género y sexuales (VBG/VSX)
Sistema nacional de alerta temprana con enfoque
de género y de territorio. En este caso, se propone
la reestructuración del Sistema de Alertas Tempranas
(SAT) de la Defensoría del Pueblo para integrar un
enfoque de género más robusto que permita rastrear
indicadores críticos, como el aumento de
desapariciones forzadas, feminicidios, violencia
intrafamiliar y violencia sexual, en todo el territorio
nacional, con énfasis en las zonas donde la violencia
doméstica y la del conflicto armado presenten
niveles altos. La activación de estas alertas generará
una respuesta inmediata de seguridad civil y de
emergencia humanitaria.
Unidades móviles de autonomía de género (UMAG).
Se trata de equipos interdisciplinarios de despliegue
territorial que brinden atención integral en materia de
justicia, salud y economía en zonas con escasa
presencia institucional. Su objetivo es romper el ciclo 
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de violencias mediante la activación inmediata de
rutas de protección y de servicios de salud sexual y
reproductiva y el fomento de la autonomía financiera,
con miras a que las mujeres dejen de depender
económicamente de sus agresores. Este enfoque se
desarrollará considerando la consulta y la
construcción conjuntas con las comunidades,
reconociendo e incorporando mecanismos y
prácticas propias de territorios indígenas,
campesinos y afrodescendientes, así como de
barrios de sectores populares, con el fin de
garantizar respuestas culturalmente pertinentes y
territorialmente situadas. Esto debe ir acompañado
de un impulso a las propuestas de economías
transformadoras desde un enfoque feminista para
enfrentar el cambio climático.

12

Mecanismo de vigilancia judicial para la debida
diligencia: el mecanismo establece una auditoría
técnica permanente sobre las actuaciones de la
Fiscalía y de los jueces en casos de VBG/VSX, que
incluya los sistemas de justicia propia indígena,
asegurando el cumplimiento de la Ley 1719 de 2014 y
de los estándares de debida diligencia. El mecanismo
se pone en marcha mediante un sistema de
indicadores de gestión judicial que mide la celeridad,
la no revictimización y la aplicación de criterios de
género en las sentencias. Ante la identificación de
omisiones o retrasos injustificados, el mecanismo 
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activa un reporte automático a la Comisión Nacional
de Disciplina Judicial, garantizando que el acceso a
la justicia no dependa de la voluntad individual del
funcionario, sino de una obligación técnica
institucional. Este esquema debe incorporar, de
manera respetuosa, la autonomía y la jurisdicción
especial, así como mecanismos de articulación con
los sistemas de justicia propios de los pueblos
indígenas, de modo que estos no queden por fuera
de los estándares de debida diligencia.

Corredores de cuidado en zonas de conflicto. Se
priorizará la inversión en corredores de cuidado,
entendidos como rutas de movilización territorial
seguras y conectadas (con iluminación, transporte y
centros de servicio), diseñados desde la perspectiva
de las mujeres. Esta acción apunta a recuperar el
espacio público como un entorno de protección
colectiva y transformar rutas críticas de movilidad en
zonas de desplazamiento en territorios de autonomía
y seguridad frente al control social criminal.

b. Gobernanza de la paz, protección especial frente
a estructuras criminales y desmantelamiento de
violencias territoriales

Especialización en violencia de género y en
finanzas criminales. En el marco de la autonomía
administrativa de la Fiscalía General de la Nación,
debe promoverse el fortalecimiento de una
estructura orgánica que optimice la investigación
técnica de delitos vinculados a la violencia de 
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género. La implementación de la especialidad tiene
como objetivo el desmantelamiento de
organizaciones criminales dedicadas a la trata de
personas, la explotación sexual y la violencia
reproductiva, priorizando el seguimiento de sus
estructuras financieras para su desarticulación
integral. Este enfoque permite que la persecución
penal no se limite al autor material, sino que golpee la
estructura financiera que sustenta la "pedagogía de
la crueldad" en los territorios.

12

Garantías para la paz territorial. Esta propuesta se
estructura en tres ejes técnico-operativos: la
institucionalización de comisiones de género para
asegurar la incidencia política de las mujeres en las
mesas de diálogo; la creación de zonas de
protección con medidas de seguridad diferenciadas
en las áreas de ubicación temporal; y la redefinición
de los protocolos de cese al fuego. Este último punto
exige que la erradicación de las violencias basadas
en género (sexual, trata y reclutamiento) perpetradas
por los actores armados sea un indicador verificable
de cumplimiento, elevando la integridad de las
mujeres a condición esencial para la estabilidad del
Estado.

2. Sociedad del cuidado: el cuidado como derecho y
fundamento de la sostenibilidad  

2.1 Enfoque
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Esta propuesta de sociedad del cuidado se
fundamenta en un bloque de legalidad internacional
que ha transformado el cuidado, una labor doméstica
feminizada, en una obligación ineludible del Estado y
en un derecho humano autónomo. Este tránsito está
respaldado por el Compromiso de Buenos Aires, la
Opinión Consultiva 31/25 de la Corte IDH y la
Conferencia Regional sobre la Mujer de América
Latina y el Caribe de la CEPAL de 2025. Estos
marcos mandatan la creación de sistemas integrales
bajo los principios de igualdad y de supervisión
judicial. En este escenario global, el cuidado se
posiciona, además, como el soporte esencial para la
sostenibilidad de la vida frente a los riesgos
climáticos, según el Marco de Belém do Pará (COP
30, 2025) y el Pacto Birregional CELAC-UE. Este
enfoque establece una ruta de financiamiento y
cooperación técnica que Colombia ha comenzado a
canalizar a través del Fondo para la Vida. 
En el orden nacional, esta arquitectura internacional
se operativiza mediante la Ley 2294 de 2023 (Plan
Nacional de Desarrollo), que consolida el Sistema
Nacional de Cuidado (SINACU) como el engranaje
institucional para la territorialización de estos
derechos y el CONPES 4143 de 2025 (Política
Nacional de Cuidado), que define la hoja de ruta
técnica y presupuestal para su ejecución. Este
desarrollo normativo se encuentra blindado por una 
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línea jurisprudencial robusta de la Corte
Constitucional que, en sentencias como la T-583 de
2023, la C-400 de 2024 y la T-124 de 2025, ha
elevado el cuidado a un derecho fundamental en sus
tres dimensiones: cuidar, ser cuidado y autocuidado.
En armonía con la OC-31/25 de la Corte IDH, se
establece que el Estado debe garantizar medidas
estructurales para que quienes ejercen estas labores
accedan, en condiciones de igualdad, a la seguridad
social y al descanso, superando la histórica
precarización de estas tareas y la feminización de la
pobreza.

Para materializar este mandato, la estructura se
articula bajo el modelo integral de las 5R, con un
enfoque interseccional que reconozca las
particularidades étnicas y territoriales del cuidado. El
modelo e de las 5R propone, en primer lugar,
reconocer el valor social y económico del trabajo de
cuidado humano y ambiental, reducir la carga de
tareas domésticas mediante infraestructura pública,
redistribuir las responsabilidades entre el Estado, el
mercado, la comunidad y los hogares, e incentivando
la corresponsabilidad del sector privado mediante la
flexibilización de los tiempos de trabajo,
recompensar dignamente a las cuidadoras mediante
su vinculación a la seguridad social y garantizar su
representación en los espacios de toma de
decisiones territoriales y ambientales. Este 
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despliegue operativo requiere un sistema de
vigilancia comunitaria y de veedurías ciudadanas que
aseguren la transparencia en el territorio. Este
enfoque permite que la implementación del SINACU
no sea solo una medida de asistencia social, sino el
motor de una triple transición en la que el cuidado del
planeta y el cuidado de las personas converjan para
asegurar la estabilidad estatal y el cumplimiento de
los pactos internacionales hacia 2030.

Datos recientes de 2025 revelan que el cuidado no
es solo una labor doméstica, sino también una carga
estructural que se agrava con la crisis climática.

2.2 Contexto

Carga de cuidado y uso del tiempo (Realidad
Nacional 2025). 

Los resultados de la Encuesta Nacional de Uso del
Tiempo (ENUT), con corte a octubre de 2025,
muestran una brecha de género persistente y
profunda 13

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Boletín técnico: Encuesta Nacional de Uso del
Tiempo (ENUT), octubre 2024 – marzo 2025 (Bogotá: DANE, 2025).

13

Participación: el 90% de las mujeres en Colombia
participa en actividades de trabajo no remunerado,
frente al 65,5% de los hombres.
Intensidad horaria: en promedio, las mujeres
dedican 7 horas y 35 minutos al día al trabajo de
cuidado y del hogar no remunerado. Los hombres, en
contraste, dedican solo 3 horas y 12 minutos.
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Brecha regional: en regiones como la Amazonía, la
carga de trabajo de las mujeres es extrema,
alcanzando 9 horas y 47 minutos al día. Los hombres
en esas mismas regiones dedican un promedio de 3
horas y 10 minutos al trabajo de cuidado y de hogar
no remunerado. 
Población migrante: las mujeres migrantes en
Colombia enfrentan una carga aún mayor, dedicando
en promedio 8 horas y 45 minutos al día a estas
labores. Los hombres migrantes dedican, en
promedio, 2 horas y 54 minutos.  

14

Género y crisis climática
La crisis climática no es neutral en cuanto al género. En
Colombia, la degradación ambiental actúa como un
multiplicador de riesgos que recae
desproporcionadamente sobre las mujeres:
Pobreza y vulnerabilidad: el Plan de Acción de
Género y Cambio Climático de Colombia (2024-
2025) destaca que las mujeres están
sobrerrepresentadas en los sectores de pobreza
extrema y en la economía informal, lo que limita su
capacidad de adaptación ante desastres naturales.
Acceso a recursos: de acuerdo con ONU Mujeres,
en contextos de sequía o de inundaciones, la carga
de cuidado aumenta drásticamente. Las mujeres y
niñas suelen ser las responsables de la recolección
de agua y leña, tareas que se vuelven más largas y
peligrosas durante las crisis climáticas.15
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Salud y seguridad: los fenómenos meteorológicos
extremos aumentan la propensión de las mujeres a
padecer enfermedades y afectan
desproporcionadamente su salud sexual y
reproductiva. A nivel global, se ha evidenciado un
aumento del 28% de los feminicidios durante eventos
climáticos extremos, una tendencia que el Plan de
Acción de Género de Colombia (2025) identifica
como un riesgo creciente para las mujeres en
territorios con altos índices de vulnerabilidad
climática. 

Plan de Acción de Género y Cambio Climático de Colombia (PAGCC-CO).
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de Colombia (2025)
ONU Mujeres, “Las correlaciones entre desigualdad de género y cambio climático”, 21 de abril de 2025.15

ONU Mujeres, “La crisis climática provoca un aumento de la violencia de género,” ONU Mujeres América
Latina y el Caribe, 22 de abril de 2025,

16

14

14

16

Desplazamiento climático y crisis de cuidado:
según el Programa de las Naciones Unidas para el
Medio Ambiente (PNUMA), el 80% de las personas
desplazadas por causas climáticas en el mundo son
mujeres, en parte porque dedican más tiempo a
buscar alimentos y agua, lo que las expone
directamente a los efectos del cambio climático.
Adicionalmente, según la OCHA, en 2024 más de dos
millones de personas fueron afectadas por eventos
de variabilidad climática en Colombia, lo que
representa un aumento del 431% respecto al año
anterior. Las afectaciones se concentraron en las
regiones del Pacífico, del noroccidente y del Caribe,
donde el conflicto armado y la variabilidad climática
interactúan y generan una doble crisis humanitaria.17
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2.3 Propuestas concretas para su implementación 

Vigencia del Sistema Nacional de Cuidado
(SINACU): se propone que la nueva Ley del Plan
Nacional de Desarrollo ratifique la vigencia y
operación del SINACU, garantizando su continuidad
técnica, operativa y presupuestal, siempre que no se
haya alcanzado previamente su institucionalización
mediante una ley autónoma con dichos efectos. El
sistema deberá estar adscrito al Ministerio de
Igualdad y Equidad o a la entidad que haga sus veces
o asuma sus funciones, asegurando que la rectoría y
la coordinación intersectorial permanezcan
ininterrumpidas ante cualquier reconfiguración
administrativa o mandato judicial.

13

 Oficina de las Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA), Colombia: Informe
de situación humanitaria 2024 – enero a noviembre de 2024 (Nueva York: Naciones Unidas, 2024),

17

Justicia fiscal para el cuidado y fondo de
financiamiento progresivo: esta propuesta
institucionaliza una fiscalidad con enfoque de género
para garantizar la sostenibilidad financiera y la
suficiencia presupuestal del Sistema Nacional de
Cuidado (SINACU) de manera permanente. El
mecanismo establece que el financiamiento del
sistema no dependerá de la discrecionalidad anual, 

a. Sistema integral de cuidados y derecho a la
interdependencia
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sino de una estructura de ingresos progresivos, que
incluye la destinación específica de los recaudos por
impuestos a bienes de lujo y la priorización del gasto
social en cuidado, según el artículo 350 de la
Constitución Política. Bajo este esquema de justicia
fiscal, el Estado asegura que los recursos para
servicios e infraestructura de cuidado sean
crecientes y no regresivos, blindando la inversión
territorial frente a políticas de ajuste y garantizando
que la redistribución de la riqueza nacional financie
directamente la reducción de la pobreza de tiempo
de las mujeres.

Renta vital de cuidado: en el marco de la Ley 2456
de 2025, se crea este mecanismo de formalización
laboral, dirigido a cuidadoras de personas con
dependencia severa, para reducir la "pobreza de
tiempo" y desmercantilizar el cuidado. La propuesta
integra el cuidado humano con la protección del
entorno mediante una certificación del SENA en
gestión del cuidado y sostenibilidad ambiental, que
contempla que el Estado asuma los aportes a la
seguridad social y que la labor se sume como
experiencia profesional. Este enfoque dual reconoce
a la cuidadora como un agente clave en la
sostenibilidad de la vida y del territorio, vinculando su
protección social con los indicadores de bienestar y
con su aporte al PIB nacional.



26

Corredores de movilidad y urbanismo de
proximidad: en cumplimiento de los compromisos de
la COP 30, se implementarán corredores de
movilidad y de cuidado climático. Bajo el modelo de
la "Ciudad de los 15 minutos", se priorizará la
inversión en transporte público sostenible que
conecte las Manzanas o Centros Integrales del
Cuidado o similares, donde existan, con centros de
empleo. El objetivo es optimizar los "viajes
encadenados" (cuidados-trabajo-abastecimiento),
reduciendo drásticamente los tiempos de
desplazamiento para devolverles autonomía de
tiempo a las mujeres y disminuir la huella de carbono
urbana.

b. Ética del cuidado ambiental y sostenibilidad de la vida
En este caso se propone implementar las siguientes
acciones: 

Nodos bioculturales de cuidado: territorialización
del Sistema Nacional de Cuidados en el marco del
CONPES 4143 de 2025 y de la Ley 160 de 1994
(Reforma Agraria). Se propone la creación de "nodos
bioculturales" en zonas de especial protección
ambiental (Amazonía, Chocó y La Guajira), mediante
recursos provenientes de las Regalías y del Fondo
para la Vida y la Biodiversidad. Dado que el marco
original de dicho Fondo (Ley 2294 de 2023) expira
con el actual Plan Nacional de Desarrollo, exigimos
su ratificación y continuidad en la nueva Ley del Plan 
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2026-2030, manteniendo la estructura operativa
definida en el Decreto 1648 de 2023 (Fondo para la
Vida y la Biodiversidad). El objetivo es integrar
servicios de cuidado (lavanderías y comedores
comunitarios) con la gestión de los recursos
naturales, garantizando la sostenibilidad de la
inversión mediante la vinculación del Fondo a las
metas de resiliencia climática del nuevo periodo. La
medida reconoce formalmente a las mujeres rurales
como "guardianas del territorio", otorgándoles una
remuneración vinculada a la transición energética
justa y a la protección de la biodiversidad.

Seguro paramétrico para la resiliencia de mujeres y
de cuidadoras: en el marco de la Ley 1523 de 2012
(Gestión del Riesgo de Desastres) y el Decreto 1648
de 2023 (Fondo para la Vida), se propone establecer
este mecanismo de transferencia de riesgo climático,
cuya activación no depende de evaluaciones físicas,
sino del cumplimiento de umbrales técnicos objetivos
medidos vía satélite o mediante estaciones del
IDEAM. Este diseño garantiza que, ante eventos
extremos, las mujeres reciban una indemnización
automática en un plazo de diez a quince días,
eliminando la burocracia de los peritajes y
proporcionando liquidez inmediata para estabilizar la
economía del hogar. El instrumento, bajo la rectoría
de la UNGRD, actúa como un respaldo financiero que
previene el desplazamiento forzado por causas
climáticas y protege la autonomía económica en 
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zonas de especial protección ambiental.
Sistemas territoriales de vigilancia biocultural (SI-
VIBIO): la propuesta consiste en la creación de redes
de monitoreo ambiental lideradas por mujeres
rurales, financiadas por el Fondo para la Vida
(Decreto 1648 de 2023). El mecanismo dota a las
comunidades de herramientas tecnológicas
(sensores de agua, drones y estaciones climáticas)
para generar datos científicos propios de sus
ecosistemas. El objetivo es eliminar la brecha de
información técnica y permitir que las mujeres
participen con evidencia sólida en audiencias
ambientales y en procesos de consulta. Además, el
sistema compensa económicamente el tiempo
dedicado al monitoreo, vinculando el cuidado del
territorio con la generación de ciencia ciudadana y
con la gobernanza ambiental.

3. Autonomía física, económica y del uso del territorio
para la superación de la feminización de la pobreza y el
acceso a derechos plenos: cuerpo, economía, territorio
y derechos plenos. 

En Colombia, la feminización de la pobreza persiste
como una expresión estructural de desigualdad que
limita el ejercicio efectivo de los derechos. Esta no se
reduce a la insuficiencia de ingresos, sino que se
manifiesta en múltiples dimensiones interconectadas: la
precarización económica, la sobrecarga de 

3.1 Enfoque
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cuidados no remunerados, las violencias basadas en
género, las barreras de acceso a los servicios de
salud sexual y reproductiva, y la exclusión de las
mujeres en la toma de decisiones sobre el territorio,
el cuerpo, la sexualidad y la reproducción.
Estas desigualdades operan de manera sistemática:
la falta de autonomía sobre el propio cuerpo restringe
la participación social, política y económica; la
dependencia económica limita la capacidad de salir
de entornos de violencia y de acceder a bienes y
servicios que, junto con la exclusión territorial
provocada por el conflicto armado, impide incidir en
las condiciones materiales de vida. En este sentido,
la superación de la feminización de la pobreza exige
un enfoque integral que articule las dimensiones de
la autonomía física (sexual y reproductiva), la
autonomía económica y la autonomía territorial como
pilares indivisibles del desarrollo.
Este enfoque reconoce a las mujeres como sujetas
de derechos plenos y posiciona la soberanía sobre el
cuerpo, el acceso equitativo a los recursos y la
capacidad de gobernar el territorio como condiciones
necesarias para la igualdad sustantiva. Así, la Agenda
Feminista 2026–2030 debe avanzar hacia un modelo
que garantice el ejercicio efectivo de estas
autonomías, eliminando las estructuras que
reproducen la desigualdad, la exclusión y la
violencia.
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Esta perspectiva asegura una transformación que
sitúa a las mujeres como sujetas de derechos plenos,
reconociendo que la igualdad real es posible si se
articula una soberanía sustantiva que sostenga e
interconecte las autonomías físicas, económicas y
territoriales. 

En consecuencia, esta estructura comienza
necesariamente con la autonomía física, que se
manifiesta en la soberanía sobre el cuerpo, primer
territorio de existencia. La garantía plena de los
derechos sexuales y reproductivos es un imperativo
de soberanía; la falta de control sobre la capacidad
reproductiva constituye una de las principales
barreras para el desarrollo humano. Esta soberanía
corporal es una precondición para la libertad, pues
no puede haber participación social si el cuerpo está
sometido a mandatos externos, a violencias o a la
privación de la salud integral.

Sobre esta soberanía del cuerpo se construye la
autonomía económica, que actúa como base material
para la sustentación de la libertad ganada. Superar la
feminización de la pobreza exige erradicar no solo la
carencia de ingresos, sino también la pobreza de
tiempo que asfixia a las mujeres. Al transformar las
estructuras que perpetúan la brecha salarial y la
sobrecarga de cuidados no remunerados, el Estado
asegura un acceso equitativo a los recursos y a la
redistribución del tiempo. Esta base material es la
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que permite que la soberanía física sea sostenible,
rompiendo definitivamente el ciclo en el que la
precariedad financiera obliga a las mujeres a
soportar entornos de violencia o a renunciar a su
autonomía personal por la mera supervivencia. Este
engranaje se fortalece con la autonomía digital, lo
que garantiza el acceso a la tecnología y a la
seguridad en los entornos virtuales, como
herramientas indispensables para la inclusión
económica y la denuncia en el siglo XXI
Finalmente, esta soberanía se proyecta hacia la
autonomía territorial, otorgando a las mujeres el
poder de transformar su entorno geográfico y social
en un lugar de seguridad y de toma de decisiones. La
autonomía territorial arrebata el control de la vida
cotidiana a las lógicas patriarcales y criminales que
históricamente han confinado a las mujeres o las han
desplazado de la gobernanza de sus tierras. Al
materializar esta visión de las mujeres como dueñas
de su cuerpo, de su tiempo y de su territorio, el
Estado no solo protege a un grupo social, sino que
también elimina estructuras de género que
profundizan y perpetúan la pobreza. En última
instancia, la soberanía de las mujeres sienta las
bases de un verdadero Estado de la Igualdad.

3.2 Contexto
La urgencia de una transformación estructural en
Colombia se sustenta en cifras que evidencian la
precariedad de las tres autonomías fundamentales 
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para las mujeres:
La desigualdad comienza en la base material. En
Colombia, para 2025, a nivel nacional, el 10,9% de
las personas que viven en un hogar con una jefa de
hogar están en situación de pobreza
multidimensional, frente al 9,0% de las personas que
viven en un hogar con jefatura masculina, es decir,
hay una brecha positiva de 1,9 p.p. Entre hogares con
jefatura femenina y masculina a nivel nacional. La
brecha es de 3.0 en cabeceras, centros poblados y
rural disperso. 18

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Boletín técnico: Pobreza Multidimensional
(IPM) 2025 (Bogotá: DANE, 2026),
Federación Colombiana de Ganaderos (Fedegán), “Mujeres ganaderas cobran mayor relevancia en el sector
agropecuario,” CONtexto Ganadero, 8 de marzo de 2017,

19

Presidencia de la República de Colombia, “Menos nacimientos, más adultos mayores y hogares liderados
por mujeres, entre los cambios que evidencia la Encuesta Nacional de Demografía y Salud 2025,” 7 de abril
de 2025,

20

18

La autonomía económica rural es casi inexistente en
materia de propiedad. Según el Censo Nacional
Agropecuario, solo el 26% de las Unidades de
Producción Agropecuaria tienen a una mujer como
productora con poder de decisión, frente al 61,4%
encabezadas por hombres.19

Cuerpo y derechos sexuales. La soberanía sobre el
cuerpo enfrenta profundas barreras institucionales y
sociales. A pesar de la despenalización del aborto, la
atención en salud sigue siendo precaria. Según la
ENDS 2025, un 25,2% de las mujeres no recibió
información completa ni oportuna sobre la IVE y otro
25,2% fue persuadida por el personal de salud para
cambiar de decisión. Sumado a lo anterior, en 20
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Colombia el embarazo adolescente sigue siendo un
problema persistente porque, aunque ha disminuido,
todavía se registran más de 66.000 nacimientos al
año en adolescentes, incluidos miles de ellos en
niñas menores de 14 años. Al ritmo actual de
reducción (10% entre 2022 y 2023), Colombia
tardaría 78 años, hasta 2102, en llegar a cero
embarazos en niñas de 10 a 14 años, según el
UNFPA. 

Autonomía territorial y seguridad. El derecho a
habitar el territorio se ve restringido por la violencia
letal y el miedo. En las ciudades, el 78% de las
mujeres manifiestan sentirse inseguras en el espacio
público, lo que limita su movilidad y su participación
ciudadana. Por último, en los contextos de conflicto
armado, el control del territorio sigue pasando por la
vulneración de los cuerpos: la Unidad para las
Víctimas registra más de 36.000 mujeres víctimas de
delitos contra la integridad sexual, lo que consolida al
cuerpo femenino como botín de guerra.

21

Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA) Colombia, “Colombia tardaría 78 años en llegar a cero
embarazos en niñas,” 23 de septiembre de 2024,

21

3.3 Propuestas concretas para su implementación
Con miras a que estas propuestas se concreticen, se
propone implementar las siguientes acciones: 

a. Mejoramiento del sistema de salud en el nivel
primario para lograr la soberanía corporal y la salud
sexual y reproductiva
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Busca asegurar el acceso pleno a los servicios de
salud sexual y reproductiva como condición básica
para la libertad, la salud integral y la participación
social. En este marco, se plantea incidir en la
consolidación de un sistema de salud que garantice
acceso universal, oportuno y de calidad a estos
servicios, especialmente en los niveles primario y
complementario, incluyendo la interrupción voluntaria
del embarazo, el acceso a métodos anticonceptivos
incluidos en el Plan de Beneficios de Salud (PBS) en
farmacias y escuelas eliminando la expedición de
autorizaciones indebidas e innecesarias, y el acceso
a la Ruta Materno Perinatal, con un enfoque territorial
e intercultural. Asimismo, propone fortalecer la
prevención, la atención y la sanción de las violencias
basadas en género mediante rutas integrales y
efectivas, así como una adecuada articulación
interinstitucional. De igual forma, se impulsa la
implementación de la educación integral para la
sexualidad (EIS) en todos los niveles educativos,
basada en evidencia, en derechos humanos y en un
enfoque diferencial, así como la incidencia ante el
Ministerio de Salud y Protección Social y el Ministerio
de Educación Nacional de Colombia para integrar en
los pénsum contenidos relacionados con el género,
la autonomía reproductiva de las mujeres, la
población LGBTIQ+ y los derechos de niños, niñas y
adolescentes. 
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b. Política interministerial de sexualidad, derechos
sexuales y derechos reproductivos 
Busca garantizar un abordaje integral y articulado de
estos derechos en el país. Para ello, se propone
avanzar en su efectiva puesta en marcha mediante la
articulación intersectorial, así como incidir, a través
de organizaciones territoriales aliadas, en los Planes
Territoriales de Desarrollo 2027–2031. Asimismo,
contempla el desarrollo de campañas masivas de
transformación cultural que contribuyan a dejar de
estigmatizar la educación integral en sexualidad, los
derechos sexuales y reproductivos, la autonomía
corporal, la diversidad sexual y la interrupción
voluntaria del embarazo, con un enfoque territorial y
diferencial. De igual forma, se plantea fortalecer las
capacidades del talento humano en salud, educación
y justicia mediante la formación obligatoria en
derechos humanos, género e interculturalidad, e
implementar estrategias específicas para la
eliminación del embarazo infantil, la mutilación
genital femenina y el matrimonio infantil, así como
para la prevención de las violencias sexuales,
especialmente en contextos rurales y en contextos
afectados por el conflicto armado

c. Eliminación de barreras al acceso a servicios de
SSR y al ejercicio de los DSDR: 
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Se propone implementar un plan nacional de
eliminación de barreras, con metas anuales, que se
focalice en zonas rurales, municipios PDET y
contextos étnicos, y que esté articulado con
organizaciones de la sociedad civil. Este plan debe
activar y fortalecer las rutas de inspección, vigilancia
y control lideradas por la Superintendencia Nacional
de Salud y las entidades territoriales, con
seguimiento público del desempeño de las EPS e IPS,
y estandarizar procesos administrativos en servicios
clave como la anticoncepción, la interrupción
voluntaria del embarazo y la atención a las violencias
sexuales, eliminando trámites innecesarios y tiempos
de espera injustificados. Asimismo, planteamos el
establecimiento de incentivos y sanciones basados
en el desempeño para los actores del sistema de
salud, vinculados a resultados en el acceso efectivo
a DSDR, y aprovechar las mesas técnicas existentes
para integrar a las organizaciones territoriales,
delegar funciones y agilizar la implementación de las
acciones. 
Protección jurídica y reconocimiento de las redes
de acompañamiento comunitario. Esta propuesta
formaliza el estatus de las organizaciones sociales
que garantizan el acceso a la salud reproductiva en
los territorios, otorgándoles personería jurídica en
calidad de Veedurías Ciudadanas de Salud
Reproductiva, conforme a la Ley 1757 de 2015. 
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El mecanismo blinda legalmente a estas redes frente
a cualquier forma de criminalización y hostigamiento
administrativo por ejercer la pedagogía y el
acompañamiento en derechos sexuales y
reproductivos y reconoce su labor como un servicio
complementario de salud pública comunitaria. Estas
redes cuentan con la capacidad técnica para activar
rutas de emergencia y reportar barreras de acceso
directamente ante la Superintendencia de Salud,
asegurando que la vigilancia social fortalezca la
eficacia de la autonomía corporal de las mujeres. 

d. Empoderamiento económico y justicia
redistributiva

Incentivo “brecha cero” y certificación de empresa
igualitaria. De acuerdo con la Ley 1496 de 2011
(sobre igualdad salarial y de remuneración laboral
entre mujeres y hombres) y la Ley 2456 de 2025
(Fondo Nacional de Protección y Apoyo a las
Personas con Discapacidad y sus Cuidadores), se
otorga una deducción del 130% en la renta a las
empresas de sectores no tradicionales (tecnología,
energía, construcción) que contraten mujeres en
cargos técnicos o directivos. La vinculación con la
Ley 2456 se materializa al otorgar este beneficio
específicamente a empresas que implementen
políticas de flexibilidad laboral y servicios de cuidado
para trabajadoras que sean cuidadoras de personas
con discapacidad, lo cual se alinea con el Fondo 



38

Nacional de Protección y Apoyo creado por dicha
ley. Incluye la Certificación de Igualdad, que otorga
puntaje adicional en la contratación pública a las
empresas con brecha salarial cero y con protocolos
auditables contra el acoso sexual laboral.
Fondo de capital semilla y garantías "Mujer
Emprende". Este mecanismo de financiamiento de
alto riesgo opera en el marco del mandato de
autonomía económica de la Ley 1257 de 2008 (arts. 9
y 12) y se especializa en proyectos de economía
circular, soberanía alimentaria y tecnología liderados
por mujeres víctimas de violencia. Esta iniciativa se
enfoca en la población más excluida mediante una
Garantía Estatal del 100% (FNG) que elimina barreras
derivadas del historial crediticio o del codeudor,
neutralizando así los efectos del sabotaje financiero y
de la violencia económica. Al concentrarse en
sectores de la transición justa, el fondo no solo
repara el daño al facilitar la ruptura del ciclo de
maltrato, sino que también posiciona a las mujeres
como agentes estratégicas de la resiliencia climática
y de la soberanía territorial.

Circuitos de proximidad y valor agregado "red
vida". Buscan formalizar y potenciar la economía
popular liderada por mujeres mediante la creación de
redes de comercialización directa que eliminen la
intermediación abusiva. Amparada en la Ley 2294 de
2023 (que reconoce la economía popular como 
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motor de desarrollo) y en el Decreto 1648 de 2023
(Fondo para la Vida), se propone la creación de
centros de acopio y de transformación biocultural. En
estos espacios, las mujeres que hoy operan de forma
individual en la informalidad (vendedoras,
recolectoras, artesanas de la biodiversidad) se
agrupan para dar valor agregado a sus productos
mediante procesos de transformación (deshidratado,
empaque ecoamigable, certificaciones de origen),
utilizando energías limpias financiadas por el Estado.

e. Gobernanza territorial y hábitat seguro

Programa de soberanía agraria "tierra con nombre
de mujer”. En el marco de la Ley 160 de 1994
(reforma agraria), el Decreto Ley 902 de 2017
(Medidas para facilitar la implementación de la
Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo
Final en materia de tierras) y la Ley 2462 de 2025
(modificación de la Ley 731 de 2002 de Mujer Rural),
se establece este programa para institucionalizar la
presunción de propiedad a favor de la mujer en la
formalización de baldíos y Unidades Agrícolas
Familiares (UAF). La Agencia Nacional de Tierras
(ANT) priorizará la titulación a favor de las mujeres
como medida de justicia redistributiva, con el fin de
garantizar la seguridad jurídica y proteger el
patrimonio frente al despojo o la violencia territorial.
Asimismo, la gestión institucional debe asegurar que,
en la titulación de territorios colectivos, se privilegie
la entrega y el uso efectivo de la tierra a mujeres 
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víctimas del conflicto y jefas de hogar.

El camino hacia una sociedad igualitaria demanda una
redistribución del poder que trascienda la mera paridad
numérica y lo redefina desde el núcleo de la familia hasta
la arquitectura del Estado. Para que las mujeres no solo
"estén", sino que también decidan, el cambio debe
materializarse primero en el ámbito privado. Siguiendo el
artículo 5 de la CEDAW (1979), la familia debe dejar de ser
un espacio de subordinación para convertirse en una
unidad de corresponsabilidad sustantiva. Esto no
constituye una simple repartición de tareas, sino una
redistribución del poder de decisión. Al desmantelar la
jerarquía que asigna el cuidado exclusivamente a las
mujeres, se elimina la base del control patriarcal y el hogar
se transforma en un lugar de libertad e igualdad que
habilita la agencia necesaria para habitar lo público.

4. Poder y democracia paritaria: redefinición y
redistribución del poder y del liderazgo entre mujeres y
hombres en la familia, la sociedad y el Estado

4.1 Enfoque

Esta reestructuración del poder privado actúa como el
motor que oxigena la relación entre las organizaciones
sociales y el Estado. En este esquema, el Estado deja de
ser un ente que "concede" participación en la toma de
decisiones para convertirse en un Estado de la Igualdad
que perfecciona su legitimidad mediante el fortalecimiento
de la participación de las organizaciones y la garantía de
una seguridad feminista que erradique la violencia y las 
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barreras estructurales que limitan el ejercicio del poder.
Este tránsito exige la consolidación de una democracia
paritaria libre de violencia, fundamentada en la aplicación
rigurosa de la Ley 2453 de 2025, para prevenir, sancionar
y erradicar la violencia política por razones de género,
asegurando que el acceso al poder no se traduzca en
costos para la integridad de las mujeres políticas y
defensoras.

En lo que respecta a los espacios de toma de decisión de
la vida política y pública, la Ley Modelo Interamericana
sobre Democracia Paritaria (CIM/OEA, 2015) establece que
la paridad es un modelo determinante y permanente de la
democracia y no una medida de carácter temporal. No
obstante, para asegurar que esta representación no se
convierta en un límite restrictivo, se propone
complementar este marco con la visión según la cual la
paridad se define como un "piso y no un techo". Esto
garantiza que el 50% sea el punto de partida mínimo
obligatorio en todos los escenarios de poder y de
construcción de paz, lo que impide que la norma se utilice
para frenar una participación mayoritaria de las mujeres
cuando ello ocurra. Una democracia paritaria requiere
reglas de juego electoral verdaderamente incluyentes que
incorporen mecanismos de financiamiento directo para
liderazgos femeninos y un acceso equitativo a los medios
de comunicación. Asimismo, para asegurar la eficacia de
este modelo, se deben establecer sanciones de
exigibilidad técnica, como la revocatoria o la no
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inscripción de listas que incumplan los criterios de
paridad, con el fin de que la norma posea fuerza
vinculante frente a las estructuras de los partidos políticos.

De igual manera, el Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer —Comité CEDAW—
establece siete pilares fundamentales para la promoción
de una democracia paritaria que trasciendan las cuotas
como techo o límite de la participación de las mujeres y
garanticen la paridad total 50/50 como norma universal,
permanente e ineludible en todos los sistemas públicos y
privados de toma de decisiones. En su Recomendación
General 40 (2024), estos pilares, que incluyen la paridad
total como punto de partida, el liderazgo juvenil efectivo,
la interseccionalidad, la igualdad de poder e influencia, la
transformación estructural y la representación de la
sociedad civil, aseguran que las mujeres participen con
dignidad y poder real, abarcando no solo los escenarios
electorales y los mecanismos estatales, sino también la
defensa de los derechos humanos y ambientales, así
como los espacios de participación ciudadana.

22

Si bien las mujeres colombianas están llegando a los
espacios de toma de decisiones, la participación electoral
no puede reducirse a cifras ni a listas nominales. Es
fundamental que su voz y su representación sean
reconocidas legítimamente para hablar de una democracia

CEDAW (2024), citado en LIMPAL Colombia (2025), Las Lunas en la Política: Contranarrativas sobre la
participación política de las mujeres en América Latina y el Caribe. Disponible en:
https://limpalcolombia.org/wp-content/uploads/2025/11/2025-7-Informe-Las-lunas-en-la-politica-2025-
LIMPAL.pdf 
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Pobreza de tiempo: en Colombia, las mujeres dedican en
promedio 7 horas y 46 minutos diarios a actividades de
cuidado y trabajo doméstico no remunerado, mientras
que los hombres solo dedican 3 horas y 6 minutos.
Existe una brecha de más de 4 horas diarias que resta
capacidad de incidencia política a las mujeres.
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incluyente. La R40 exige entornos con financiamiento
equitativo, seguridad desde una perspectiva feminista y
dinámicas institucionales que habiliten una influencia
efectiva y transformen la paridad en un principio
estructural que despatriarcalice el poder y consolide una
gobernanza democrática sustantiva, legítima y
transformadora.

Las carreras políticas privilegian el perfil político de los
hombres. Según la encuesta de la Misión de Observación
Electoral (MOE) y la Universidad de Uppsala, mientras
que el 70% de los hombres candidatos al Congreso
estaban casados o en unión libre, solo el 48% de las
mujeres lo estaban. Además, apenas el 13% de las
candidatas tenía hijos menores de 6 años, frente al 37%
de los hombres.

23

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Encuesta Nacional de Uso del Tiempo
(ENUT): comunicado de prensa, octubre de 2024 – marzo de 2025 (Bogotá: DANE, 2025).
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4.2 Contexto
a. La brecha en la familia: el tiempo como recurso de poder

Uno de los factores de la desigualdad política radica en la
distribución desigual del trabajo no remunerado. Sin
tiempo, no hay ciudadanía plena.

24



Brecha salarial: por cada 100 pesos que percibe un
hombre en Colombia, una mujer recibe en promedio
85,4 pesos, lo que representa una brecha salarial del
14,6%, incluso cuando tienen niveles educativos
similares.
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Misión de Observación Electoral (MOE), Género y participación política: resultados de la Encuesta de
Percepciones sobre la Participación Política de las Mujeres 2022 . Bogotá: MOE (2022): 8 - 10
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b. La brecha en la sociedad: techos de cristal y desigualdad
económica
La discriminación en las organizaciones impide que la
visión de las mujeres moldee las agendas económicas y
culturales del país.

25

Liderazgo corporativo: solo el 22,3% de los asientos en
las juntas directivas de las empresas más grandes del
país (emisoras de valores) están ocupados por mujeres.
El 34% de estas empresas aún no cuenta con ninguna
mujer en sus juntas directivas. 26

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Nota estadística: Brecha salarial de género en
Colombia (Bogotá: DANE, 2021),

25

Superintendencia de Sociedades, Informe especial: Equidad de género en posiciones de liderazgo de las
sociedades colombianas (Bogotá: Supersociedades, 2022),
https://supersociedades.gov.co/documents/20122/533354/Informe-Equidad-Genero-Sociedades.pdf

26

Las brechas económicas en la financiación de
campañas políticas revelan una desigualdad
estructural: aunque los partidos tienen la obligación de
brindar apoyo técnico y financiero a las mujeres
candidatas, dicho apoyo se percibe como opcional.
Según Transparencia por Colombia, los partidos
destinaron $4.763 millones (5,84% del total estatal) a la 

27

Transparencia por Colombia. “¿Cumplen los partidos con destinar recursos a la inclusión de las mujeres?”
(2025). En línea: https://transparenciacolombia.org.co/partidos-y-destinacion-recursos-inclusion-de-
mujeres/
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https://transparenciacolombia.org.co/partidos-y-destinacion-recursos-inclusion-de-mujeres/
https://transparenciacolombia.org.co/partidos-y-destinacion-recursos-inclusion-de-mujeres/


inclusión femenina —la cifra más alta en los últimos
años—, pero sigue siendo insuficiente frente al 39% de
candidaturas femeninas en las elecciones territoriales
de 2023. Persiste una brecha crítica entre la
participación nominal y la inversión real para fortalecer
su liderazgo político.
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Misión de Observación Electoral (2023), citada en LIMPAL Colombia (2025), Las Lunas en la Política:
Contranarrativas sobre la participación política de las mujeres en América Latina y el Caribe. Disponible en:
https://limpalcolombia.org/wp-content/uploads/2025/11/2025-7-Informe-Las-lunas-en-la-politica-2025-
LIMPAL.pdf 
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Múltiples formas de discriminación: las mujeres
indígenas, afrocolombianas y campesinas enfrentan
barreras interseccionales que trascienden la
discriminación de género. Según la MOE, de las 144
personas electas con autorreconocimiento étnico en
2023, solo 38 fueron mujeres (26,8%),
predominantemente indígenas (84%, 32 mujeres), con 
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c. La brecha en el estado: el déficit de la democracia paritaria
A pesar de los avances, las estructuras de mando siguen
concentradas en élites androcéntricas, especialmente a
nivel territorial.

Representación legislativa: aunque el Congreso 2022-
2026 alcanzó un récord de mujeres, esta solo llega al
28,8%, muy por debajo de la paridad real (50%) exigida
por los estándares de la CIM/OEA. 
Poder local: la exclusión es más grave en el territorio.
De los 1.103 municipios de Colombia, solo el 12% tienen
alcaldesas electas y apenas el 18% de las
gobernaciones están ocupadas por mujeres. 

https://limpalcolombia.org/wp-content/uploads/2025/11/2025-7-Informe-Las-lunas-en-la-politica-2025-LIMPAL.pdf
https://limpalcolombia.org/wp-content/uploads/2025/11/2025-7-Informe-Las-lunas-en-la-politica-2025-LIMPAL.pdf


mínima representación palenquera (7,8%),
afrocolombiana (5,2%) y negra (2,6%), sin raizales ni
rrom electas. El 86,8% ocupó cargos en concejos
municipales, el 10,5% en JAL y solo el 2,6% en alcaldías
(una alcaldía), sin representación de mujeres
campesinas. Estas cifras evidencian que las barreras
electorales combinan racismo, clasismo y desigualdad
de género, restringiendo la participación efectiva más
allá de la paridad formal.
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Violencia política: entre enero y mayo de 2025, la MOE
registró 134 casos de violencia política, especialmente
en redes sociales, que incluyen amenazas,
descalificaciones de competencias, violencia sexual y
psicológica. Estos ataques buscan restringir la
participación de las mujeres y reforzar estereotipos de
género patriarcales.

4.3 Propuestas concretas para su implementación  
Con el fin de contribuir a fortalecer un Estado igualitario,
se propone lo siguiente:

a. Democracia paritaria y de resultados
Poder real y representación sustantiva:
implementación de un Índice de Influencia Real (IIR) que
permita pasar de la representación descriptiva (cuántas
mujeres hay) a la representación sustantiva. Este IIR
mide el impacto efectivo de las mujeres en el poder:
cuántos de sus proyectos de ley son aprobados y,
fundamentalmente, qué porcentaje del presupuesto
nacional gestionan en comparación con sus pares 



varones, entre otros factores. Habría que cruzar este
índice con datos de georreferenciación para verificar
que la ejecución presupuestaria impacte
prioritariamente en las zonas con mayores índices de
violencia y exclusión.
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Blindaje y protección de las mujeres políticas y
defensoras: institucionalizar un mecanismo de reacción
inmediata para ellas. Este protocolo obliga a la UNP y a
la fuerza pública a una respuesta civil diferenciada ante
amenazas detectadas mediante la georreferenciación
del riesgo, priorizando la permanencia de la política y la
lideresa en su territorio y no su desplazamiento.
Creación del protocolo de "poder sostenible"
mediante una directiva presidencial: esto implica
reestructurar horarios, comités y sistemas de apoyo
para que el alto mando sea compatible con la vida,
asegurando que las ministras tengan influencia real sin
el costo de la "doble jornada". 
Potenciación de la Ley 2424 de 2024, paridad
horizontal y vertical: impulsar, a nivel legislativo, la
regulación de la paridad, la alternancia y la
universalidad. Igualmente, conformar un gabinete
paritario con el liderazgo de las mujeres en las carteras
de mayor peso fiscal y estratégico (Hacienda, Defensa,
Energía), para romper la segregación del poder. La
eficacia de esta medida puede asegurarse mediante
sanciones de exigibilidad técnica, en las que el
incumplimiento de la paridad en la alta dirección genere 



procesos de responsabilidad administrativa por omisión
del mandato constitucional de igualdad.
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Pacto por la dualidad y la paridad en el gobierno
propio: impulsar un gran acuerdo nacional con las
autoridades tradicionales para la transición hacia una
gobernanza dual que garantice la participación paritaria
de las mujeres indígenas en las estructuras de toma de
decisiones, la administración de los recursos y la
justicia propia, con financiamiento directo para las
Consejerías de Mujeres.

Presupuesto con lupa de género y resultados
(CIM/OEA): implementar el Trazador Presupuestal de
Equidad de Género como criterio de asignación, no solo
para el seguimiento de lo gastado, sino también de los
recursos de regalías, del Sistema General de
Participaciones y de los propios, con el fin de que se
extienda a los entes territoriales. Cada ministerio deberá
demostrar cómo su presupuesto reestructura la
economía del cuidado en su respectivo sector. Además,
se crearán Presupuestos Participativos en los que las
mujeres decidan directamente sobre al menos el 20%
de la inversión local. Para ello se pueden aplicar
herramientas de inteligencia financiera que monitoreen
los recursos de los presupuestos participativos (mínimo
20% local) y lleguen a las organizaciones de mujeres
sin interferencia de estructuras de poder locales o
clientelares.
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Políticas públicas para la igualdad y la participación
de las mujeres y las niñas: en el marco de la Ley del
Plan Nacional de Desarrollo, impulsar la obligatoriedad
para el gobierno nacional y los gobiernos territoriales de
implementar el diseño participativo de políticas públicas
para la igualdad y la participación de las mujeres y las
niñas, mediante los Consejos Consultivos Nacionales y
territoriales, que se crearán allí donde no existan.  
Fortalecimiento institucional contra la violencia
política y por la paridad electoral: fortalecer las
estrategias de implementación de la reciente Ley 2453
de 2025 mediante sistemas de monitoreo, seguimiento
y articulación con el Programa Integral de Garantías,
priorizando la protección efectiva de las lideresas
políticas y sociales. Esto exige financiar y fortalecer el
Consejo Nacional Electoral (CNE), el Ministerio del
Interior y el sistema judicial para imponer sanciones
inmediatas, incluida la atención específica a la violencia
digital contra las mujeres.
Simultáneamente, es necesario potenciar los
mecanismos del CNE para garantizar paridad 50/50 en
procesos electorales mediante:
1. Financiamiento público equitativo 
2.Cumplimiento vinculante de las normas de paridad,

con una perspectiva interseccional que impulse las
candidaturas y los liderazgos prioritariamente de
mujeres indígenas, afrocolombianas y campesinas. 

3.Estrategias de prevención de la violencia política en
campañas.



Infraestructura del cuidado como motor de la paridad
territorial: se priorizará la construcción y operación de
la infraestructura del Sistema Nacional de Cuidado
(SNC) en aquellos municipios y departamentos con los
índices más bajos de representación femenina en
corporaciones públicas (concejos, asambleas) y en
cargos uninominales (alcaldías, gobernaciones). Se trata
de establecer centros de cuidado no donde sea más
fácil, sino donde la brecha de poder sea más profunda.
La ubicación de estos centros se definirá mediante la
georreferenciación del riesgo político, priorizando zonas
donde la sobrecarga de cuidado se utilice como barrera
para impedir la participación de las mujeres en la toma
de decisiones.
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b. En las familias: corresponsabilidad 
El poder en lo público es imposible si persiste un “orden
de género del cuidado" en lo privado. Por eso, es
necesario implementar estas medidas:  

Semilleros de igualdad: currículo escolar para la
desmitificación del poder y del cuidado, que elimine
desde la infancia el sesgo según el cual el poder es
masculino y el cuidado femenino.
Justicia patrimonial y soberanía económica:
establecer un marco legal de reparación y equilibrio que
reconozca el trabajo de cuidados como una inversión
de capital inmaterial con valor económico equivalente al
aporte monetario en procesos de divorcio, sucesiones y
liquidación de sociedades. Este marco funciona al 



reconocer que la equidad en la liquidación patrimonial
es la principal salvaguarda contra la violencia
económica y la pérdida de autonomía tras la ruptura del
vínculo.
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Paridad en juntas directivas y sindicatos: se establece
la paridad obligatoria en las grandes empresas y en los
sindicatos bajo el estándar "cumpla o explique". Las
organizaciones dispondrán de un periodo de transición
de cuatro años para alcanzar la representación 50/50.
El incumplimiento no justificado resultará en la pérdida
de beneficios tributarios y de puntajes en la
contratación estatal. Con esto, la paridad se
institucionaliza como un requisito de idoneidad y de
transparencia corporativa, vinculando el éxito
económico del sector privado con el avance de la
democracia paritaria.

c. En la sociedad y organizaciones: liderazgo transformador
Incentivo a la contratación estatal: incluir en los
pliegos de contratación pública un puntaje de
"gobernanza paritaria". Las empresas proveedoras
deben demostrar juntas directivas 50/50 y políticas
activas de corresponsabilidad para los varones. Para
acceder a este beneficio, las empresas no podrán tener
sanciones activas por acoso laboral o violencia política,
vinculando la contratación pública con estándares
éticos de comportamiento de género.



Justicia especializada contra la violencia política de
género: fortalecer la capacidad sancionatoria de los
comités de ética de los partidos políticos y de las
unidades judiciales penales para tipificar y sancionar de
manera expedita el acoso, la difamación y la violencia
simbólica contra las mujeres en cargos públicos. Esta
reforma busca que los protocolos internos de las
colectividades operen como regímenes disciplinarios de
"tolerancia cero", en los que la violencia de género sea
causal inmediata de pérdida de aval o expulsión,
mientras que en el ámbito penal se garantice una
justicia especializada que proteja la permanencia de las
mujeres en el poder y elimine la impunidad que
históricamente ha forzado su retiro de la vida política.
Se debe adoptar un régimen de tolerancia cero en el
que la violencia de género sea causal inmediata de la
pérdida del aval. Además, se utiliza el rastreo de
finanzas criminales para detectar y sancionar el uso de
recursos ilícitos destinados a la difamación o a la
persecución de liderazgos femeninos. 
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Justicia especializada: en el marco del pluralismo
jurídico, esta justicia especializada debe extenderse a la
institucionalidad indígena mediante el fortalecimiento de
su capacidad técnica y de su capacidad para
implementar la equidad de género. El objetivo es
armonizar los sistemas de justicia para asegurar el
seguimiento y el cumplimiento de las garantías de
acceso a la justicia para las mujeres en sus territorios, 



eliminando la impunidad que históricamente ha forzado
su retiro de la vida pública y comunitaria.
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Redes de poder femenino: institucionalizar programas
de financiamiento estatal para mentorías de alto nivel y
redes de apoyo estratégico que preparen a mujeres
jóvenes, rurales y de grupos étnicos para el ejercicio de
la alta dirección pública y privada. 

5. El mecanismo del adelanto de las mujeres y las niñas en
su diversidad: un sistema nacional de género para un
Estado de la Igualdad 

5.1 Enfoque
El establecimiento de un sistema nacional de género
constituye el horizonte estratégico del Estado,
independientemente de la estructura final que este
adopte. Este sistema reconoce que las mujeres no son
una población más, sino la mitad de todas las
poblaciones, y que el mecanismo de adelanto de las
mujeres (MAM) debe ser de alto nivel (Recomendación
33 de la CEDAW), con capacidad vinculante frente al
gabinete.
A nivel internacional, la propuesta está respaldada por
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), cuya
Recomendación General n. 33 exige la existencia de
mecanismos nacionales de alto nivel para garantizar la
igualdad sustantiva. De igual manera, la Plataforma de
Acción de Beijing (1995) establece la necesidad de
contar con instituciones sólidas que transversalicen la 
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igualdad en todas las políticas públicas. En el ámbito
regional, la Ley Modelo Interamericana sobre
Democracia Paritaria (CIM/OEA, 2019) recomienda la
creación de órganos con jerarquía y autonomía para
garantizar la paridad política. Finalmente, el Objetivo
de Desarrollo Sostenible n. 5 (ODS 5) de la Agenda
2030 de las Naciones Unidas obliga a los Estados a
“lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a
todas las mujeres y las niñas”, lo cual requiere
instituciones robustas y permanentes, como la
agencia nacional propuesta.

El MAM operará bajo dos frentes de acción que
transversalizan la igualdad en la arquitectura estatal:

5.2 Funciones integrales y propuestas por frentes de acción

Ámbito 1: fortalecimiento interno (garante y control del
Estado)
El frente interno se encarga de integrar de manera
permanente la igualdad de género en la estructura
administrativa del Estado. El MAM actúa como el
"garante de género" del gobierno. Su función es
asegurar que el enfoque de igualdad esté en el ADN
del Estado. Su función es auditar y blindar
técnicamente los procesos de planeación, de carrera
administrativa y de presupuesto, bajo el liderazgo del
DNP y del Ministerio de Hacienda. El objetivo es que
la operación de la arquitectura estatal sea vinculante
para eliminar barreras estructurales, convirtiendo el
control administrativo en una garantía de que el 
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Estado no reproduzca desigualdades en su
funcionamiento. Para ello se debe implementar lo
siguiente: 

Un gabinete intersectorial de la igualdad: sesiones
específicas del Consejo de Ministros presididas por la
jefatura del Estado, en las que todos los ministerios
(Hacienda, Minas, Defensa, etc.) alineen sus planes
operativos con criterios de paridad y justicia de género.
Una validación de idoneidad y certificación de
impacto de género: institucionalizar el Certificado de
Impacto de Género, a cargo del DNP como requisito
esencial para la viabilidad técnica. Al igual que el
concepto del Ministerio de Hacienda, que garantiza la
sostenibilidad fiscal, ningún proyecto entrará al Banco
de Proyectos de Inversión Nacional (BPIN) sin
demostrar una contribución concreta al cierre de las
brechas de género.
Unidad de presupuesto con perspectiva de género
(UPPG): ubicada en el DNP y en coordinación con
Hacienda y el MAM, funciona como instancia técnica
para el etiquetado y el seguimiento del gasto (Decreto
111 de 1996).
Capacidad técnica y unidades de igualdad: con base
en la Ley 909 de 2004, se creará una red de enlaces de
género de carrera en cada entidad del gobierno para
garantizar la memoria institucional y evitar el
clientelismo.
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El frente externo se encarga de consolidar un Estado
de la Igualdad mediante la transformación de las
realidades territoriales y el cierre de brechas
estructurales, y el MAM actúa como el ente rector
que hace operativo este propósito. En este frente, el
MAM garantiza que la inversión de todos los sectores
y los recursos transferidos a los municipios se
traduzcan en el goce efectivo de los derechos de las
mujeres en su diversidad, utilizando herramientas
vinculantes como el codiseño del presupuesto
nacional, el condicionamiento de transferencias
territoriales al cumplimiento de metas de equidad y la
vigilancia ciudadana georreferenciada para asegurar
que la presencia estatal en las regiones sea un factor
de autonomía y justicia social.

Blindaje en el DNP: elevar la actual Subdirección de
Género a la categoría de Dirección de Igualdad de
Género, para fortalecer su peso jerárquico.

Mandato de transversalidad en la inversión:
obligatoriedad de que el 6% de toda la inversión en
todos los sectores sea codiseñado por el MAM,
asegurando que el presupuesto se transforme en
entornos que dignifiquen la economía del cuidado y la
autonomía de las mujeres.

Ámbito 2: transformación externa (cambio cultural,
poder y territorio)



57

Fondo para la igualdad de género: fondo específico
destinado a ejecutar proyectos estratégicos que
permitan avanzar hacia la autonomía y la democracia
paritaria.

Reforma a la Ley 715 de 2001: establecer transferencias
territoriales condicionadas, en las que el giro de
recursos de la Nación a los municipios dependa del
cumplimiento de metas de equidad.

Consejo consultivo nacional de mujeres:
establecimiento de este consejo como la instancia
nacional de participación de las mujeres y de sus
organizaciones. Este debe ser autónomo, consultivo y
de articulación y concertación con el gobierno nacional
para el diseño, la ejecución, el seguimiento y la
evaluación de las políticas públicas, los planes, los
proyectos y los programas orientados a garantizar la
igualdad y el pleno goce de los derechos de las
mujeres. 

Antenas territoriales: potenciación de oficinas
regionales mediante convenios de desempeño con los
entes territoriales, en el marco de la Ley 136 de 1994.
Observatorio georreferenciado y auditorías
ciudadanas: generación de información proactiva (Ley
1712 de 2014) y fortalecimiento del control social
mediante veedurías especializadas y de carácter
vinculante (Ley 1757 de 2015).
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Se prevén dos escenarios para dar cumplimiento al
mandato constitucional y asegurar la permanencia
del MAM:

5.3 Metodología de contingencia institucional

Plan B: escenario de transición (agencia nacional)
Ante la inexistencia del ministerio, la creación de esta
agencia es la máxima prioridad, la cual debe
desarrollarse en dos momentos: 

Plan A: escenario de continuidad (ministerio)
Se activará si se logra la aprobación de una nueva
ley para el Ministerio de la Igualdad antes del 20 de
julio de 2026, lo que asegurará la superación de las
razones expuestas en la sentencia de la Corte
Constitucional, con el fin de otorgar seguridad
jurídica y una vida definitiva a esta entidad como
ente rector.

1. Fase de Contingencia (Alta Consejería): creación
de la Alta Consejería Presidencial (Decreto 189
C.P.) como voz política inmediata, con presencia
en el Consejo de Ministros, presupuesto para
inversión, autonomía rectoral interna y
responsabilidad sobre el sistema de cuidado.

2. Fase estructural (agencia): mediante la Ley del
Plan Nacional de Desarrollo se crea la agencia
nacional para la igualdad y la democracia paritaria,
que absorbe a la Alta Consejería una vez que ésta
sea operativa, con el fin de evitar dualidades.

5.4 Blindaje jurídico de la agencia
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Esta propuesta se ampara en la potestad organizativa
del Estado (arts. 189, 209 y 211 del C.P. y Ley 489 de
1998, arts. 50, 54 y 67), lo que permite a la estructura
poseer personería jurídica, autonomía y patrimonio
propio. Al constituirse como una agencia nacional
adscrita a sectores estratégicos como la Presidencia
(DAPRE) o Planeación (DNP), adquiere una jerarquía
técnica superior a la de un ministerio sectorial. Este
diseño se apoya en la doctrina del Consejo de Estado
(Concepto 2283 de 2016) sobre la libertad de
configuración que faculta al Ejecutivo para transferir
funciones a una agencia especializada. Asimismo, se
protege contra demandas por "duplicidad de
funciones" (Sentencia 2005-00102), pues la entidad
cumple una función técnica transversal —como la
gestión del Trazador Presupuestal y la Big Data de
género— que hoy ningún organismo ejerce de
manera vinculante. 
Finalmente, bajo la Ley 152 de 1994, la agencia se
consolida como el ente rector de la transversalidad,
con capacidad legal para emitir conceptos técnicos
vinculantes ante el BPIN del DNP. En este sentido, la
creación de la agencia no solo responde a mandatos
constitucionales y legales internos, sino que también
cumple con compromisos internacionales
vinculantes, asegurando que la igualdad de género
sea un eje estructural del Estado colombiano y no un
programa sectorial dependiente de la coyuntura
política.
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Las organizaciones que trabajaron
conjuntamente en el planteamiento

de esta Agenda son: 


	AGENDA FEMINISTA 2026-2030: HORIZONTE DE LA IGUALDAD
	Agenda 2026-2030: horizonte de igualdad
	Justicia fiscal para el cuidado y fondo de financiamiento progresivo: esta propuesta institucionaliza una fiscalidad con enfoque de género para garantizar la sostenibilidad financiera y la suficiencia presupuestal del Sistema Nacional de Cuidado (SINACU) de manera permanente. El mecanismo establece que el financiamiento del sistema no dependerá de la discrecionalidad anual,

	Se propone implementar un plan nacional de eliminación de barreras, con metas anuales, que se focalice en zonas rurales, municipios PDET y contextos étnicos, y que esté articulado con organizaciones de la sociedad civil. Este plan debe activar y fortalecer las rutas de inspección, vigilancia y control lideradas por la Superintendencia Nacional de Salud y las entidades territoriales, con seguimiento público del desempeño de las EPS e IPS, y estandarizar procesos administrativos en servicios clave como la anticoncepción, la interrupción voluntaria del embarazo y la atención a las violencias sexuales, eliminando trámites innecesarios y tiempos de espera injustificados. Asimismo, planteamos el establecimiento de incentivos y sanciones basados en el desempeño para los actores del sistema de salud, vinculados a resultados en el acceso efectivo a DSDR, y aprovechar las mesas técnicas existentes para integrar a las organizaciones territoriales, delegar funciones y agilizar la implementación de las acciones.
	Protección jurídica y reconocimiento de las redes de acompañamiento comunitario. Esta propuesta formaliza el estatus de las organizaciones sociales que garantizan el acceso a la salud reproductiva en los territorios, otorgándoles personería jurídica en calidad de Veedurías Ciudadanas de Salud Reproductiva, conforme a la Ley 1757 de 2015.
	Nacional de Protección y Apoyo creado por dicha ley. Incluye la Certificación de Igualdad, que otorga puntaje adicional en la contratación pública a las empresas con brecha salarial cero y con protocolos auditables contra el acoso sexual laboral.
	Fondo de capital semilla y garantías "Mujer Emprende". Este mecanismo de financiamiento de alto riesgo opera en el marco del mandato de autonomía económica de la Ley 1257 de 2008 (arts. 9 y 12) y se especializa en proyectos de economía circular, soberanía alimentaria y tecnología liderados por mujeres víctimas de violencia. Esta iniciativa se enfoca en la población más excluida mediante una Garantía Estatal del 100% (FNG) que elimina barreras derivadas del historial crediticio o del codeudor, neutralizando así los efectos del sabotaje financiero y de la violencia económica. Al concentrarse en sectores de la transición justa, el fondo no solo repara el daño al facilitar la ruptura del ciclo de maltrato, sino que también posiciona a las mujeres como agentes estratégicas de la resiliencia climática y de la soberanía territorial.
	Circuitos de proximidad y valor agregado "red vida". Buscan formalizar y potenciar la economía popular liderada por mujeres mediante la creación de redes de comercialización directa que eliminen la intermediación abusiva. Amparada en la Ley 2294 de 2023 (que reconoce la economía popular como
	barreras estructurales que limitan el ejercicio del poder. Este tránsito exige la consolidación de una democracia paritaria libre de violencia, fundamentada en la aplicación rigurosa de la Ley 2453 de 2025, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia política por razones de género, asegurando que el acceso al poder no se traduzca en costos para la integridad de las mujeres políticas y defensoras.
	En lo que respecta a los espacios de toma de decisión de la vida política y pública, la Ley Modelo Interamericana sobre Democracia Paritaria (CIM/OEA, 2015) establece que la paridad es un modelo determinante y permanente de la democracia y no una medida de carácter temporal. No obstante, para asegurar que esta representación no se convierta en un límite restrictivo, se propone complementar este marco con la visión según la cual la paridad se define como un "piso y no un techo". Esto garantiza que el 50% sea el punto de partida mínimo obligatorio en todos los escenarios de poder y de construcción de paz, lo que impide que la norma se utilice para frenar una participación mayoritaria de las mujeres cuando ello ocurra. Una democracia paritaria requiere reglas de juego electoral verdaderamente incluyentes que incorporen mecanismos de financiamiento directo para liderazgos femeninos y un acceso equitativo a los medios de comunicación. Asimismo, para asegurar la eficacia de este modelo, se deben establecer sanciones de exigibilidad técnica, como la revocatoria o la no
	varones, entre otros factores. Habría que cruzar este índice con datos de georreferenciación para verificar que la ejecución presupuestaria impacte prioritariamente en las zonas con mayores índices de violencia y exclusión.
	Blindaje y protección de las mujeres políticas y defensoras: institucionalizar un mecanismo de reacción inmediata para ellas. Este protocolo obliga a la UNP y a la fuerza pública a una respuesta civil diferenciada ante amenazas detectadas mediante la georreferenciación del riesgo, priorizando la permanencia de la política y la lideresa en su territorio y no su desplazamiento.
	Creación del protocolo de "poder sostenible" mediante una directiva presidencial: esto implica reestructurar horarios, comités y sistemas de apoyo para que el alto mando sea compatible con la vida, asegurando que las ministras tengan influencia real sin el costo de la "doble jornada".
	Potenciación de la Ley 2424 de 2024, paridad horizontal y vertical: impulsar, a nivel legislativo, la regulación de la paridad, la alternancia y la universalidad. Igualmente, conformar un gabinete paritario con el liderazgo de las mujeres en las carteras de mayor peso fiscal y estratégico (Hacienda, Defensa, Energía), para romper la segregación del poder. La eficacia de esta medida puede asegurarse mediante sanciones de exigibilidad técnica, en las que el incumplimiento de la paridad en la alta dirección genere
	procesos de responsabilidad administrativa por omisión del mandato constitucional de igualdad.
	Pacto por la dualidad y la paridad en el gobierno propio: impulsar un gran acuerdo nacional con las autoridades tradicionales para la transición hacia una gobernanza dual que garantice la participación paritaria de las mujeres indígenas en las estructuras de toma de decisiones, la administración de los recursos y la justicia propia, con financiamiento directo para las Consejerías de Mujeres.
	Presupuesto con lupa de género y resultados (CIM/OEA): implementar el Trazador Presupuestal de Equidad de Género como criterio de asignación, no solo para el seguimiento de lo gastado, sino también de los recursos de regalías, del Sistema General de Participaciones y de los propios, con el fin de que se extienda a los entes territoriales. Cada ministerio deberá demostrar cómo su presupuesto reestructura la economía del cuidado en su respectivo sector. Además, se crearán Presupuestos Participativos en los que las mujeres decidan directamente sobre al menos el 20% de la inversión local. Para ello se pueden aplicar herramientas de inteligencia financiera que monitoreen los recursos de los presupuestos participativos (mínimo 20% local) y lleguen a las organizaciones de mujeres sin interferencia de estructuras de poder locales o clientelares.
	1.
	2.
	3.
	Justicia especializada contra la violencia política de género: fortalecer la capacidad sancionatoria de los comités de ética de los partidos políticos y de las unidades judiciales penales para tipificar y sancionar de manera expedita el acoso, la difamación y la violencia simbólica contra las mujeres en cargos públicos. Esta reforma busca que los protocolos internos de las colectividades operen como regímenes disciplinarios de "tolerancia cero", en los que la violencia de género sea causal inmediata de pérdida de aval o expulsión, mientras que en el ámbito penal se garantice una justicia especializada que proteja la permanencia de las mujeres en el poder y elimine la impunidad que históricamente ha forzado su retiro de la vida política. Se debe adoptar un régimen de tolerancia cero en el que la violencia de género sea causal inmediata de la pérdida del aval. Además, se utiliza el rastreo de finanzas criminales para detectar y sancionar el uso de recursos ilícitos destinados a la difamación o a la persecución de liderazgos femeninos.
	Justicia especializada: en el marco del pluralismo jurídico, esta justicia especializada debe extenderse a la institucionalidad indígena mediante el fortalecimiento de su capacidad técnica y de su capacidad para implementar la equidad de género. El objetivo es armonizar los sistemas de justicia para asegurar el seguimiento y el cumplimiento de las garantías de acceso a la justicia para las mujeres en sus territorios,
	Fondo para la igualdad de género: fondo específico destinado a ejecutar proyectos estratégicos que permitan avanzar hacia la autonomía y la democracia paritaria.
	Reforma a la Ley 715 de 2001: establecer transferencias territoriales condicionadas, en las que el giro de recursos de la Nación a los municipios dependa del cumplimiento de metas de equidad.
	Antenas territoriales: potenciación de oficinas regionales mediante convenios de desempeño con los entes territoriales, en el marco de la Ley 136 de 1994.
	Observatorio georreferenciado y auditorías ciudadanas: generación de información proactiva (Ley 1712 de 2014) y fortalecimiento del control social mediante veedurías especializadas y de carácter vinculante (Ley 1757 de 2015).
	Consejo consultivo nacional de mujeres: establecimiento de este consejo como la instancia nacional de participación de las mujeres y de sus organizaciones. Este debe ser autónomo, consultivo y de articulación y concertación con el gobierno nacional para el diseño, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de las políticas públicas, los planes, los proyectos y los programas orientados a garantizar la igualdad y el pleno goce de los derechos de las mujeres.
	Las organizaciones que trabajaron conjuntamente en el planteamiento de esta Agenda son:

